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Oberá, 28 de marzo de 2016. 

AUTOS Y VISTOS:  

 Para resolver el planteo de nulidad formulada por la defensa de los 

imputados en el “Expte. Nro. FPO 443/2016/1 “G,M. Y OTRA s/ 

INCIDENTE DE NULIDAD”, que se tramita por ante el principal 

“Expte. Nro. FPO 443/2016 “G,M. Y OTRA s/ INFRACCIÓN LEY 

23.737 (ART. 5 INC. C)” registro de la Secretaría Criminal y Correccional 

de este Juzgado Federal.  

CONSIDERANDO: 

 Que a fs. 3/7 y vuelta  se presenta el Dr. Marco Racagni en su 

carácter de defensor de los imputados planteando la nulidad del 

procedimiento que diera origen a los autos principales y de todos los actos 

consecutivos por aplicación de la doctrina del árbol de frutos venenosos, 

pues todo se habría originado en una denuncia formulada por la progenitora 

de la coimputada M., adjuntando copias simples de la Partida de 

nacimiento así como del DNI de dicha encartada. 

 Que el Defensor Oficial fundamenta su pedido en la violación a la 

prohibición contenida en el art. 178 del CPPN, en la violación al espíritu de 

la norma contenida en el artículo 178 del CPPN y en la teoría del árbol de 

los frutos venenosos, argumentos a los que por economía procesal tengo 

aquí por reproducidos para su consideración. 

 Corrida la vista al Ministerio Publico Fiscal, éste opina sobre los 

argumentos esgrimidos por el defensor en el dictamen que antecede y desde 

ya tengo por agregado a autos: “1- En primer lugar debo mencionar que 

respecto de la prohibición contenida en el artículo 178 del CPPN, no 

sanciona con nulidad su quebrantamiento, por lo que la defensa no puede 



 

 

solicitar la nulidad de algo que no está previsto”, reproduciendo a 

continuación el art. 166 del CPPN. 

 Pero también dice la agente fiscal que: “2- En segundo lugar el 

artículo 178 habla de denuncia. En el expediente no existe denuncia, si 

bien deja constancia a fs.1., el Oficial Principal Carlos David Bzowski, de 

que se fundamenta el presente pedido a raíz de la declaración testimonial 

recepcionada a la ciudadana L.E.P. progenitora de la ciudadana más 

arriba mencionada. No existe en autos ni denuncia ni declaración 

testimonial”, pues para ello deben observarse una serie de requisitos 

establecidos en el art. 175 CPPN, “nada de lo cual se dio en el presente 

expediente justamente por no existir denuncia” –culmina diciendo en el 

punto la agente fiscal-. 

 Que asimismo me permito reproducir el siguiente punto referido por 

la representante del Ministerio Público Fiscal en el dictamen aludido: “3- 

Que lo que existió fue un mero anoticiamiento y ante el conocimiento de la 

autoridad de un delito de acción pública actuó con sus atribuciones, lo que 

desencadenó la investigación preliminar de oficio en la fase prevencional y 

que se advierte ello a solicitar la Orden de Allanamiento a fs. 1 donde 

consta: ‘…donde conforme a manifestaciones de vecinos, y conforme un 

arduo trabajo de inteligencia realizado, en este sitio se comercializa 

estupefacientes…’” (subrayado en el original).  

  Con relación a la protección integral de la familia, dice la agente 

fiscal: “Véase que la defensa a fs. 4 y vta. dice ‘provocando con dicho 

obrar –refiriéndose a la supuesta denuncia de la señora Prieto- una grave 

afectación a los vínculos familiares entre denunciante y denunciada, más 

aún siendo que fuera de ésta relación parental primaria existen nietos 
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menores de edad, que a raíz del conflicto generado se ven obstaculizados 

de tener contacto con su abuela materna que denunció a su propia hija’. Si 

bien considero que no existe denuncia solamente un mero anoticiamiento 

se debe tener en cuenta que existen menores y en virtud de lo dispuesto en 

la ‘Convención de los Derechos del Niño, niñas y adolescentes’ con 

jerarquía constitucional y en clara protección del menor, interpretando que 

de existir intereses gravemente contrapuestos entre alguno de estos y el 

menor, se deberá estar a lo más conveniente para el interés superior del 

NIÑO. Y es justamente lo que hizo prevalecer la abuela al anoticiar a la 

autoridad el hecho”, consideraciones todas por las cuales el Ministerio 

Público Fiscal estima que no debe hacerse lugar al planteo realizado. 

 Entrando al análisis de la cuestión debo adelantar desde ya que 

comparto la postura del Ministerio Público Fiscal por considerar que la 

nulidad planteada carece de argumentación suficiente para socavar las 

actuaciones efectuadas por la fuerza preventora en los autos principales. 

 En primer lugar porque el catálogo ritual prevé que: “Los actos 

procesales serán nulos solo cuando no se hubieran observado las 

disposiciones expresamente prescriptas bajo pena de nulidad” 

estableciendo el principio de especialidad a partir del cual no hay invalidez 

sin previsión expresa en su texto -“no hay nulidad sin texto que la prevea”- 

(art. 166 del CPPN). 

 Pero por otro lado también rige el principio de conservación de los 

actos procesales, en virtud del cual no corresponde declarar la “invalidez 

por la invalidez misma”, de lo cual se colige que el interés jurídico en la 

declaración deriva del perjuicio concreto que le haya ocasionado al 

interesado el acto presuntamente irregular pues de lo contrario estaríamos 



 

 

ante un manifiesto exceso ritual no compatible con el buen servicio de 

justicia (Jauchen, Eduardo. “Tratado de Derecho Procesal Penal”, Tomo II, 

pág. 84/85. Rubinzal Culzoni, Santa Fe, 2013). 

 Por lo demás también es dable mencionar que: “Las personas que 

denuncien cualquier delito previsto en esta ley o en el artículo 866 del 

Código Aduanero, se mantendrán en el anonimato” (art. 34 bis de la Ley 

Nacional Nº 23.737). Aspecto que permite inferir claramente que en los 

ilícitos como el que aquí se investiga el legislador ha querido hacer 

prevalecer el interés de la comunidad en su esclarecimiento por sobre 

cualquier otro, aun cuando fuere el supuesto interés en mantener unida la 

familia, como alega la defensa en su opúsculo. Razón por la que dicho 

argumento tampoco tiene sustento suficiente para nulificar los actos 

iniciales del expediente principal ni menos aún los posteriores.  

 Con relación a este último aspecto téngase especialmente en cuenta 

que dicha unidad tampoco puede mantenerse, como bien dice la agente 

fiscal, en desmedro del interés superior de los hijos menores de edad que 

conviven con la coimputada M., a su vez nietos de la ciudadana L.E.P., toda 

vez que el régimen de las nulidades también tiene íntima relación con la 

violación de principios constitucionales, los que en el caso se verían 

afectados de manera más grave aún SI NO SE HUBIERAN TENIDO 

EN CUENTA LOS DICHOS DE ESTA ÚLTIMA, pues la respectiva 

norma incorporada al derecho interno argentino establece que: “En todas 

las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas 

o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 

administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a 

que se atenderá será el interés superior del niño”, el que estaría en riesgo 
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si se hiciera lugar a la nulidad del procedimiento que diera origen al 

expediente al que el presente corre atado por cuerda separada (art. 75, inc. 

22 de la CN y  art. 3.1 de la Convención sobre los Derechos del Niño 

aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el  20 de 

noviembre de 1989). 

 Que por todo lo expuesto, consideraciones vertidas y normas legales 

citadas (arts. 166, siguientes y concordantes del CPPN), compartiendo el 

criterio sostenido por la Señora Fiscal, considero que las irregularidades 

señaladas por la defensa carecen de entidad suficiente para fulminar de 

nulas las actuaciones, por lo que no haré lugar al planteo de la defensa de 

los imputados.  

 Por todo ello,   

RESUELVO:  

 1º) AGREGAR el dictamen fiscal que antecede. 

 2º) NO HACER LUGAR en todas sus partes al planteo de nulidad 

interpuesto por el Dr. Marco Aurelio Racagni, Defensor Público Oficial 

ante este juzgado.  

 3º) REGÍSTRESE y notifíquese. 

 
 
 

 

 

 

 
 

DRA. MARIA VERONICA SKANATA 
Jueza Federal Subrogante 

DR. LUIS ANDRÉS VILLANUEVA 
Secretario de 1ra. Instancia 

  

 

 

 

 

 



 

 

 

      DR. LUIS ANDRÉS VILLANUEVA 
      Secretario de 1ra. Instancia 

 

 


